
 

Sr. Pérez Solano, Presidente en 
funciones 
 
Sr. Fernández Costales, Consejero y 
Ponente 
Sr. Quijano González, Consejero 
Sr. Madrid López, Consejero 
Sr. Nalda García, Consejero  
 
Sr. Sobrini Lacruz, Secretario 

La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 2 
de agosto de 2007, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de la xxxx, y a la 
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

 El día 21 de junio de 2007 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
yyyy, en nombre y representación de la xxxx, debido a los daños y perjuicios 
derivados de la actuación de la Administración. 
  
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 25 de junio de 
2007, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 608/2007, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 
 

Primero.- El 26 de julio de 2006, tiene entrada en el Registro de la 
Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en xxxx escrito de 
reclamación de responsabilidad patrimonial presentado por Dña. yyyy, en 
calidad de presidenta de la xxxx, mediante el cual reclama como indemnización 
por daños y perjuicios, derivado del funcionamiento de los servicios públicos, la 
cantidad de 1.117,47 euros, basándose en los siguientes hechos:  
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 1.- Las fotocopias se han hecho en todos los casos en color, en 
muchos de estos casos de forma injustificada, incrementando notablemente el 
importe de la factura. 

 
 2.- No hay nada que objetar respecto a la empresa copistera. 
 
 3.- Inexistencia de norma sobre tasas en materia de fotocopias. 
 
 4.- Permanencia de los expedientes en la copistería sin custodia 

de funcionario. 
 
 5.- Permanecer los expedientes en la copistería en período de 

información pública. 
 
Acompaña a su reclamación: 
 
 - Escrito firmado de acceso a documentos y solicitud de copia. 
 
 - Factura de la copistería por importe de 1.117,47 euros. 
 
 - Escrito de la Confederación Hidrográfica del Duero (Ministerio de 

Medio Ambiente) por el que se indica que se deberá abonar la tasa de 121,61 
euros correspondiente a la copia de la documentación solicitada. 

 
Segundo.- En el expediente constan acreditados los siguientes hechos:  
 

El 15 de junio de 2006 comparece ante las dependencias 
administrativas del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de 
xxxx, D. zzzz, en el trámite de información pública de los siguientes expedientes 
administrativos referentes a Parques Eólicos:  

 
  - A 76/2003/11037 “Ampliación xxxx”. 
 
  - A 1/2003/10962 “Parque Eólico xxxx”. 
   
  - A 137/2005/11367 “Parque Eólico xxxx 2”. 
 
  - A 146/2005/11367 “Parque Eólico xxxx 3”. 
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El compareciente solicita, con base en el artículo 35.a) de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, copia de determinados 
planos correspondientes al “Parque Eólico xxxx” y copia completa de los 
expedientes “Ampliación xxxx”, “Parque Eólico xxxx, “Parque Eólico xxxx 2” y 
“Parque Eólico xxxx 3”.  

 
Por parte del Técnico Superior se comunica al solicitante que, por 

el mero hecho de comparecer en el trámite de información pública, no disfruta 
necesariamente de la condición de interesado y por lo tanto no ostenta el 
derecho a obtener copia de los documentos obrantes en el expediente. Por ello 
se le requiere para que acredite la representación con la que dice actuar y la 
relación de los representados con los expedientes cuyas copias solicita. 

 
El 23 de junio de 2006 D. zzzz, previa presentación de poder 

general para pleitos efectuado a su favor por parte de Dña. yyyy, en calidad de 
Presidenta de la xxxx (xxxx), tiene acceso al expediente, solicitando las copias 
antes citadas.  

 
Con fecha 26 de junio de 2006, D. zzzz, en la representación que 

ostenta, firma un escrito titulado “Acceso a documentos y solicitud de copia”. 
En el mismo se le comunica que las copias se efectuarán en copistería privada, 
debiendo comprometerse el interesado a retirarlas “previo abono de las 
mismas, de la copistería que la Administración le indique (…), asumiendo a su 
cargo todos los gastos que esta operación suscite”.  

 
Se llevan los expedientes a la copistería y, dado el volumen de los 

mismos, se emplaza por la copistería al Servicio Territorial para que se recojan 
los expedientes al final de la semana. 

 
Tercero.- Con fecha 1 de septiembre de 2006, por el Delegado 

Territorial de la Junta de Castilla y León en xxxx se admite a trámite la 
reclamación interpuesta y se nombra instructor del expediente. 

 
 Cuarto.- Mediante escrito de 11 de septiembre de 2006, notificado el 
día 14, se concede trámite de audiencia y vista del expediente por un plazo de 
diez días. 
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En esa misma fecha se emite informe por el Jefe del Servicio Territorial 
de Industria, Comercio y Turismo, en el que se propone desestimar la 
reclamación solicitada. 
 
 Quinto.- Con fecha 15 de septiembre tiene entrada escrito de 
recusación del funcionario instructor del procedimiento y, con fecha 18 de 
septiembre, escrito por medio del cual se solicita la suspensión del 
procedimiento hasta que se resuelva sobre la recusación planteada. 
 

El día 19 de septiembre de 2006, el Jefe del Servicio Territorial de 
Industria, Comercio y Turismo de xxxx resuelve sobre la recusación planteada 
en sentido desestimatorio, puesto que el instructor mantiene su independencia 
a lo largo de todo el procedimiento, no siendo obstáculo el hecho de su 
dependencia jerárquica del Jefe del Servicio. Así mismo se pone de manifiesto 
que no existe un interés personal del instructor en el citado procedimiento sino 
únicamente el interés profesional de prestar el mejor servicio posible a los 
ciudadanos. 

 
Sexto.- El 26 de septiembre de 2006 se solicita por la reclamante copia 

del informe del Jefe del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, 
que se le concede. 

 
Séptimo.- Con fecha de 2 de octubre de 2006 tiene entrada escrito de 

alegaciones de Dña. yyyy en el que mantiene su posición de recusación del 
instructor del procedimiento y manifiesta que fue la Administración la que 
encargó las fotocopias y, por lo tanto, la responsable de que se hicieran en 
color. Añade que el artículo 37.8 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, hace referencia -en cuanto al cobro de copias de 
documentos- a las exacciones que se hallen legalmente establecidas. Continúa 
sus alegaciones afirmando que los expedientes permanecieron en la copistería 
sin custodia de funcionario alguno. 

 
Octavo.- El día 4 de octubre de 2006, el órgano instructor formula 

propuesta desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial 
interpuesta por Dña. yyyy. 
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 Noveno.- Con fecha 4 de enero de 2007 se emite informe por parte de 
la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en 
xxxx, en el que se señala que sería conveniente instar la subsanación y mejora 
de la solicitud presentada por Dña. yyyy, habida cuenta de que, tanto la factura 
presentada como el documento de acceso a documentos y la solicitud de copia 
aportados por la misma, son simples copias y no originales o fotocopias 
compulsadas. 
 
 Décimo.- El 5 de enero se mantienen conversaciones telefónicas por 
parte del instructor del procedimiento, tanto con el abogado de la copistería 
como de la xxxx, en orden a propiciar una solución amistosa sobre la realización 
de las copias del expediente en color. Por la reclamante no se acepta la 
solución propuesta y se continúa con el procedimiento. 
 
 Décimo Primero.- Con fechas 12 y 23 de enero tienen entrada en el 
Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en xxxx, 
sendos escritos de la reclamante subsanando las deficiencias de su reclamación, 
puestas de manifiesto por el informe de la Asesoría Jurídica de la Delegación 
Territorial de xxxx.  
 
 Décimo Segundo.- El 1 de febrero de 2007 se emite nuevo informe por 
el Jefe del Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de xxxx, que se 
notifica a la reclamante concediéndole un nuevo trámite de audiencia. 
 
 Con fecha 20 de febrero de 2007 la reclamante presenta un escrito en el 
que manifiesta que se les impuso por parte de la Administración el método y 
lugar de realización de las copias; alega falta de independencia del instructor 
del expediente, manteniendo su recusación por tener interés personal en el 
asunto. Alega asimismo la antijuricidad del daño; y que la falta de norma que 
establezca una tasa por copia de documentos no exime a la Administración de 
su obligación de pagar las copias. Se ratifica en la alegación de permanencia de 
los expedientes en la copistería y sin presencia de funcionario alguno. 
 
 Décimo Tercero.- El 21 de febrero de 2007 el órgano instructor 
propone desestimar la reclamación presentada, al no quedar acreditada la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del Servicio Público y el daño 
producido.  
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 El 10 de mayo de 2007 se emite por la Asesoría Jurídica de la Delegación 
Territorial de xxxx informe favorable a la propuesta de resolución. 
 
 Décimo Cuarto.- El Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de 
xxxx requiere a la Administración actuante para que indique cuál es la 
Compañía Aseguradora con la que tiene concertado el seguro que cubra los 
riesgos que derivan de su actividad. Con fecha 16 de mayo, en cumplimiento 
del requerimiento anterior, se remite escrito por el Jefe del Servicio Territorial 
de Industria, Comercio y Turismo en el que se señala que no existe cobertura 
de dichos riesgos, por no ser obligatorio por la norma que le resulta de 
aplicación. 
 
 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), en relación con la letra 
A), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, 
por el que se determina el número, orden, composición y competencias de las 
Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo.  

 
3ª.- Concurren en la interesada los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. Sin embargo hemos de hacer 
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una advertencia en cuanto a la representación. Conforme al artículo 32.3 de la 
Ley 30/1992, para formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones o 
renunciar derechos a nombre de otra persona, deberá acreditarse la 
representación por cualquier medio válido en derecho que deje constancia 
fidedigna, o mediante declaración en comparecencia personal del interesado. 
Así, según la jurisprudencia, para formular reclamaciones en nombre de otra 
persona deberá acreditarse la representación mediante documento público, 
documento privado con firma notarialmente legitimada, o poder apud acta. 
 
 En el presente caso, no consta acreditada la representación de la 
reclamante que actúa en nombre de la interesada. No figura el Acuerdo de 
fecha 8 de agosto de 2003, adoptado por la Asamblea General de la xxxx, por 
el que se confiere a la reclamante la representación. A pesar de ello, en la 
propuesta de resolución se señala que la representación “se infiere de los 
documentos obrantes en el expediente”. Sin embargo este Consejo entiende 
que en el expediente debería constar la comprobación expresa de este 
requisito. 

 
No obstante, y con el fin de evitar más retrasos en la resolución del 

presente expediente, este Órgano Consultivo va a entrar en el fondo del asunto 
advirtiendo, sin embargo, que la acreditación de la representación debe 
solventarse antes de dictar la correspondiente resolución de la reclamación 
presentada, para no incurrir en una causa de anulabilidad, conforme al artículo 
63 de la Ley 30/1992, citada. 

 
 Al respecto, tal y como ha declarado el Tribunal Constitucional en su 
sentencia 104/1997, de 2 de junio, “la falta de acreditación de la representación 
procesal, si el defecto se reduce a aquélla, tiene carácter subsanable, de forma 
que no puede conllevar automáticamente la inadmisión del escrito sino hasta 
después de ser requeridos, y no aportados, los documentos omitidos” (también 
Sentencias del Tribunal Constitucional 163/1985, 117/1986, 132/1987, 
59/1988, 174/1988, 6/1990, 92/1990, 213/1990, 133/1991, 350/1993). 
 
 La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
Consejero de Economía y Empleo, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, de Gobierno y Administración de la 
Comunidad de Castilla y León. Esta competencia se encuentra desconcentrada 
en los Delegados Territoriales de la Junta de Castilla y León por el Decreto 
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156/2003, de 26 de diciembre, por el que se atribuyen y desconcentran 
competencias en los Órganos Directivos Centrales de la Consejería de Economía 
y Empleo y en los Delegados Territoriales de la Junta de Castilla y León, al ser 
la cuantía de la reclamación igual o inferior a sesenta mil euros. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002) y de 
este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1008/2005, de 1 de diciembre; 
1134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
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 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 
 5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado por Dña. yyyy, en nombre y representación 
de la xxxx, debido a los daños y perjuicios derivados de la actuación de la 
Administración. 
 
 La reclamación ha sido presentada en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 142.5 de la citada Ley 30/1992. En efecto, los hechos 
que han dado lugar a la reclamación se produjeron el 4 de julio de 2006 y la 
reclamación se interpuso el 26 de julio, por lo tanto dentro del plazo de un año.  
 

6ª.- En cuanto al fondo del asunto, comprobadas la realidad y certeza 
del daño patrimonial sufrido, la única cuestión planteada consiste en determinar 
si el expresado daño ha sido o no consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal del servicio público, presupuesto indispensable para el nacimiento de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, conforme al artículo 139 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  

 
 La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1998 señala que la 
prestación de un servicio público por la Administración y la titularidad por parte 
de aquélla de la infraestructura material, no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas conviertan 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos, con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar del administrado, porque de lo 
contrario, aquél se transformaría en un sistema providencialista no contemplado 
en nuestro ordenamiento jurídico. 
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 Igualmente, la Jurisprudencia establece (Sentencias del Tribunal 
Supremo de 17 de diciembre de 1998, y de 16 de enero de 1996, entre otras) 
que, “la prueba de las obligaciones incumbe a quien reclama su cumplimiento, 
en consecuencia es a la recurrente a quien correspondía probar la existencia del 
nexo causal indispensable para que surja la obligación de indemnizar, y al no 
hacerlo así es claro que la sentencia recurrida no comete la infracción que se le 
imputa, criterio éste sostenido reiteradamente por la Jurisprudencia de este 
Tribunal, por todas sentencia de 10 de Febrero de 1996”, y que, además, “la 
existencia de un daño, o lesión patrimonial traducible en una indemnización 
económica individualizada constituye el núcleo esencial de tal responsabilidad 
patrimonial; daño que ha de ser real y efectivo no traducible en meras 
especulaciones o simples expectativas y pesando sobre el interesado la carga 
de la prueba del mismo, sin que en el caso aquí enjuiciado haya existido 
probanza efectiva y concreta sobre la realidad material del daño sino una 
simple alegación de su existencia”. 
 
 El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 
corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non, condicionantes de la 
prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración Pública, es la prueba de la existencia de una relación directa, 
inmediata y exclusiva de causa a efecto entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público correspondiente, o, como dice la expresión 
legal (artículo 139 de la Ley 30/1992), de una lesión que sea “consecuencia de” 
los servicios públicos.  
 
 Y, si bien se ha matizado jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal 
Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987, y 8 de 
octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente de 
difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las reglas del 
criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta prueba, 
como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 
reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, tampoco 
la Administración tiene el deber jurídico de soportar la indemnización de unos 
daños que ella no ha causado.  
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 La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con los 
viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y con lo 
que, más específicamente para el régimen de la responsabilidad objetiva de la 
Administración, dispone el artículo 6.1 del Reglamento de los procedimientos de 
las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. 

 
 En el caso que nos ocupa no se ha logrado probar esa relación de 
causalidad. Se basa la reclamante para exigir la responsabilidad a la Adminis-
tración en el incumplimiento por parte de la misma de lo establecido en los 
artículos 35 a) de la Ley 30/1992, esto es, el derecho que tienen los ciudadanos 
de conocer en cualquier momento el estado de la tramitación de los 
procedimientos en los que tengan la condición de interesados y obtener copias 
de los documentos contenidos en ellos, y del artículo 37.8 del mimo texto legal 
en el que se dispone que: “El derecho de acceso conllevará el de obtener copias 
o certificados de los documentos cuyo examen sea autorizado por la 
Administración, previo pago en su caso de las exacciones que se hallen 
legalmente establecidas”.  
 
 Pues bien, la Administración en todo momento ha cumplido con las 
obligaciones que la incumben, porque ha puesto de manifiesto los expedientes 
al interesado para realizar copias; así, en el documento firmado por el mismo se 
señalaba que, ante falta de tasas en la Administración Autonómica para el 
cobro de las fotocopias, el derecho de acceso a los documentos que obran en el 
expediente se viene encargando a una copistería privada. Dicho documento se 
firmó sin realizar ningún tipo de objeción.  
 
 La obligación que se impone a la Administración es la de facilitar que los 
interesados en el procedimiento obtengan copias o certificados de los 
documentos cuyo examen haya sido autorizado previamente, pero en ningún 
caso esto supone que sea la propia Administración la que se haga cargo de su 
pago. 
 
 Respecto a la alegación efectuada sobre la falta de de norma que 
establezca el pago de una tasa por copias, hay que decir que no nos 
encontramos ante la responsabilidad del Estado legislador en el sentido 
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regulado en el artículo 139.3 de la Ley 30/1992: “Las Administraciones Públicas 
indemnizarán a los particulares por la aplicación de actos legislativos de 
naturaleza no expropiatoria de derechos y que estos no tengan el deber jurídico 
de soportar, cuando así se establezcan de los propios actos legislativos y el los 
términos que especifiquen dichos actos”. 
 

No existe una responsabilidad patrimonial por el hecho de no haber 
dictado la norma. La regulación de las tasas es una materia objeto de reserva 
de ley y por lo tanto competencia del órgano legislativo de la Comunidad, esto 
es, las Cortes de Castilla y León.  
 
 En el artículo 6 de la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y 
Precios Públicos de Castilla y León, se definen las tasas como " tributos cuyo 
hecho imponible consisten en la utilización del dominio público, así como en la 
prestación de servicios o realización de actividades por la Administración de la 
Comunidad en régimen de derecho público que se refieran, afecten o beneficien 
de modo particular a los sujetos pasivos cuando concurra cualquiera de las 
siguientes circunstancias: 
 
  a) Que no sean de solicitud voluntaria para los administrados. A 
estos efectos no se considerará voluntaria la solicitud por parte de los 
administrados: 
 
   - Cuando venga impuesta por disposiciones legales o 
reglamentarias. 
 
   - Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean 
imprescindibles para la vida privada o social del solicitante.  
 
  b) Que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no 
establecida su reserva a favor del sector público conforme a la normativa 
vigente. 
 
 En el artículo 7 del mismo texto legal se dispone que el establecimiento, 
modificación y supresión de las tasas de la Comunidad se realizará por Ley que 
regulará al menos su hecho imponible, el sujeto pasivo, los elementos de 
cuantificación determinantes de la cuota, su devengo, y en su caso los 
beneficios tributarios. 
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 El principio de reserva de ley en el ámbito tributario se recoge en el 
artículo 8 de la Ley General Tributaria, nº 18/2003, de 17 de diciembre, en 
vigor desde el 1 de julio de 2004, en el que se dispone que se regulará por ley 
entre otras cosas la delimitación del hecho imponible, del devengo, de la base 
imponible y liquidable, la fijación del tipo de gravamen y de los demás 
elementos directamente determinantes de la cuantía de la deuda tributaria, así 
como el establecimiento de presunciones que no admitan prueba en contrario. 
También se regula por Ley la determinación de los obligados tributarios y 
responsables, así como el establecimiento, modificación, supresión y prórroga 
de exenciones, reducciones, bonificaciones, deducciones y demás beneficios o 
incentivos fiscales. 
 
 Por lo tanto la creación de la tasa tiene lugar por ley, así como la 
obligatoriedad de su cumplimento cuando se realice el hecho imponible que dé 
lugar a su devengo, no pudiendo imponerse aleatoriamente por la Adminis-
tración. En el artículo 133.2 de la Constitución se dispone que las Comunidades 
Autónomas y las Corporaciones Locales podrán establecer y exigir tributos, de 
acuerdo con la Constitución y las Leyes. Y en el artículo 9 que los ciudadanos y 
los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del Ordenamiento 
Jurídico. 
 
 Respecto a la alegación efectuada sobre la realización de las copias en 
color, esto no fue decisión de la Administración. Fue la propia empresa de 
copistería la que realizó así las fotocopias, sin que existiera ningún mandato por 
parte de la Administración en este sentido, con lo que se rompería el nexo de 
causalidad por intervención de un tercero. 
 
 Por otra parte el hecho de realizar las copias en color en buena medida sí 
responde a las necesidades de la parte interesada, que quiere ver sobre plano 
la ubicación de los distintos elementos que componen la leyenda de un mapa. 
 
 Por último, que los expedientes permanecieran en la copistería se debe a 
que la inexistencia de tasas en materia de fotocopias obliga a que se tengan 
que encomendar las copias de los expedientes a las copisterías privadas. Con 
ello se conjuga el derecho que tienen los interesados a obtener copias de los 
documentos que figuran en los expedientes administrativos, con la 
imposibilidad de atender a este derecho por la Administración en sus propias 
dependencias, al no poder girar su coste sobre el peticionario o no disponer de 
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los medios adecuados para la copia de planos u otros documentos. Con esta 
medida se favorece a los interesados, pues de otra forma se tendrían que haber 
hecho las copias en períodos cortos de tiempo y sólo una cantidad limitada de 
ellas cada día, dilatándose este trámite en el tiempo, lo que hubiese impedido 
la presentación de alegaciones en plazo por quien ahora reclama. En cuanto a 
que los expedientes estuvieran en la copistería durante el período de 
información pública, no obsta a la práctica del mismo, al existir más copias que 
se hubieran puesto de manifiesto a otros interesados que hubieran 
comparecido. 
 
 En conclusión, no existiendo testigos cuyas declaraciones permitan 
determinar cómo se causó el perjuicio y correspondiendo como señalamos 
anteriormente, la carga de la prueba a la parte reclamante, se considera que no 
se ha acreditado la relación de causalidad entre el servicio público y el daño, 
razón por la que procede desestimar la reclamación, al no concurrir los 
requisitos exigidos por el artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre 
ya citada. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, en nombre y representación de la xxxx, debido a los 
daños y perjuicios derivados de la actuación de la Administración. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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